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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Consejera ponente: MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

Bogotá, D.C., primero (1º) de noviembre de dos mil doce (2012) 
Radicación: 76001233100019990087800

Autoridades municipales

Actor: Heriberto Elías Bravo Tovar

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante, contra la sentencia de fecha 5 de diciembre de 2008 proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda interpuesta por el ciudadano Heriberto Elías Bravo Tovar a través de apoderado judicial, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, en contra de las resoluciones UCYNP 119 de octubre 23 y 150-98 de noviembre 17 ambas de 1998 proferidas por la Secretaria de Infraestructura Vial y Valorización del municipio de Santiago de Cali.
I. ANTECEDENTES 

1. LA DEMANDA

1.1. Pretensiones: 
A. Que se declare la nulidad de la Resolución UC Y NP 119 de octubre 23 de 1998 por medio de la cual se ordena la expropiación total por vía administrativa del predio N° W23800100 y la Resolución 150-98 de noviembre 17 de 1998 por medio de la cual se resuelve el recurso de reposición interpuesto en contra de la Resolución UC Y NP 119 de 1998.
B. Que como consecuencia de la anterior declaración de nulidad, la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización del Municipio de Cali, restablezca el derecho al señor Heriberto Elías Bravo Tovar y pague el valor indemnizatorio que los peritos dictaminen, descontando la suma de setenta y un millones trescientos setenta y seis mil ochocientos veinticinco pesos M/Cte ($71.376.825,oo) por concepto del pago efectuado de los 2.196 mt2 a razón de $32.500 mt2.
C. Que el Municipio de Santiago de Cali, está obligado a dar cumplimiento de la sentencia dentro del término señalado por el artículo 176 del CCA y que reconozca los intereses de que trata el inciso final del artículo 177 idem, a partir del momento de la ejecutoria de la sentencia.

A solicitud del Tribunal de primera instancia, mediante escrito de adición de la demanda, el apoderado judicial del demandante estimó la pretensión en cuantía superior a 300 s.m.l.m. porque la suma o capital que el municipio no ha reconocido en favor de su mandante, es de ciento cuarenta y ocho millones doscientos cuarenta y cuatro mil ciento setenta y cinco pesos m/cte ($148.244.175,oo) que equivalen a 626.98 s.m.l.m.

1.2. Hechos: 

Afirma el apoderado judicial del demandante que con el apoyo económico del Gobierno Nacional, se ordenó construir la Avenida Ciudad de Cali en esa ciudad para lo cual el municipio requirió comprar el predio identificado con el N° W23800100 que tiene un área de 2.196.21. mt2 de propiedad del señor Heriberto Bravo, ubicado en la calle 73 entre carrera 2A y 2C del barrio Jorge Eliécer Gaitán.
Manifiesta que el día 15 de julio de 1997 el Departamento Administrativo de Catastro a solicitud de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización Municipal, profirió el avalúo N° 1023 en el que fijó el precio del mt2 del lote del demandante en la suma de $100.000.oo, para un valor total de doscientos diecinueve millones seiscientos veintiún mil pesos m/cte ($219.621.000.oo).

Sostiene el apoderado judicial que en marzo de 1998 a solicitud de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización Municipal, la Lonja de Propiedad Raíz de Cali expidió el avalúo administrativo para cuatro predios, entre ellos, el lote número 3 de propiedad del demandante, en el que fijó el precio del mt2 en $32.500 para un total de setenta y un millones trescientos setenta y seis mil ochocientos veinticinco pesos m/cte ($71.376.825.oo) por los 2.196 mt2 de terreno del lote, además de que identificó la actividad económica como de zona verde. Destaca que este avalúo es el soporte económico de la resolución objeto de demanda.
Para la parte demandante este último avalúo desconoció el avalúo oficial efectuado por la Oficina de Catastro del municipio de Cali, ya que el que expidió la oficina privada es decir el de la Lonja de Propiedad Raíz,  carece de argumentos para señalar que el valor del mt2 es de apenas $32.500.oo como quiera que no le fueron enviados todos los documentos básicos para elaborar un correcto avalúo, con los cuales además se aclaraba que el lote no es un predio de zona verde y que además no pertenecía al fondo de tierras como lo quiere mostrar la Oficina de Compras de la Secretaría de Infraestructura Vial ante la Lonja de Propiedad Raíz, con el fin de que el avalúo fuera por un precio más bajo lo cual sin duda afecta el patrimonio del demandante.

Afirma el apoderado de la parte demandante que, le fue violado el derecho de igualdad a su poderdante, pues en el avalúo no se efectuó una comparación de los precios que tienen que ver con la compra de predios para la construcción de la Avenida Ciudad de Cali en su tercer tramo y en los últimos seis meses, con antelación a la elaboración del avalúo efectuado por la Lonja de Propiedad Raíz, para lo cual cita como ejemplos los siguientes casos: 

En el Barrio El Retiro que es estrato 2 compró el mt2 en bruto a setenta mil pesos m/cte ($70.000.oo) en julio de 1997.
En el Barrio El Pilar que también es estrato 2 el mt2 lo compró en bruto a ochenta mil pesos m/cte ($80.000.oo) en 1998.
En el Barrio San Luis que es estrato 2 compró el mt2 en bruto a cien mil pesos m/cte ($100.000.oo), del predio identificado con el N° W24003000 de propiedad de la señora Lili Ordoñez Loaiza, el cual está ubicado en la calle 73 N° 2E 11, según avalúo N° 992 de julio 10 de 1997.

También en el mismo barrio le fue comprado el mt2 en bruto por valor de cien mil pesos m/cte ($100.000.oo), el predio identificado con el N° W24102000 de propiedad del señor Adonay Berrío, ubicado en la calle 73 N° 2ª 15, según avalúo N° 1962 de diciembre 12 de 1996.
En el barrio Alfonso López que es estrato 2, compró el mt2 en bruto a cien mil pesos m/cte ($100.000.oo), del predio con identificación N°D10000100 de propiedad de la empresa Transporte Alfonso López S.A. ubicado en la carrera 7C N° 81 65, según avalúo N° 794 de diciembre 11 de 1998.

En el barrio Alfonso Bonilla Aragón estrato 2, fue comprado el mt2 bruto a setenta mil pesos m/cte ($70.000.oo) del predio N° R11805000 de propiedad de la señora Carmen L. Zuluaga Aristizabal, ubicado en la carrera 27 F N° 73 03, según avalúo N° 467 de agosto 6 de 1998. También fue comprado por el mismo valor, el predio identificado N° R12000100 de propiedad de la señora Alicia Rodríguez de Villanueva, ubicado en la carrera 27 G N° 73 08, según avalúo N° 839 de junio 25 de 1997.

En el Barrio Mojica que es estrato 2, se compró el mt2 a noventa mil pesos m/cte ($90.000.oo), del predio N° N61601000 de propiedad de la señora Judith Rodríguez Bejarano, ubicado en la calle 82 N° 28D 40, según avalúo N° 700 de octubre 10 de 1998.

En el Barrio Vallado también estrato 2 fue comprado el mt2 a cien mil pesos m/cte ($100.000.oo) del predio N° Ñ25602100 de propiedad de la señora María L. Achicandy, ubicado en la carrera 41 B N° 52-63, según avalúo N° 1420 de agosto 27 de 1997.

En el Barrio Alfonso López se compró el mt2 a cien mil pesos m/cte (100.000.oo) del predio N° D17803500 de propiedad de la señora Elvira Hernández de Ramírez, ubicado en la carrera 7F N° 73 03 en diciembre 15 de 1998.

Mediante los anteriores ejemplos, el profesional del derecho quiere demostrar que se violó el derecho a la igualdad afectando económicamente la propiedad de su poderdante.

1.3. Normas violadas y concepto de la violación

En el sentir del apoderado de la parte demandante el acto administrativo demandado transgrede los artículos 2, 4, 13, 29, 58, 83 y 90 de la Constitución Política.
A través de cuatro cargos, el apoderado del actor fundamenta las razones para justificar la nulidad y restablecimiento del derecho en favor del demandante. 

A. Razones de inconformidad para controvertir el precio indemnizatorio:

Afirma la parte demandante que se constituye en motivo de inconformidad el avalúo dado a los predios relacionados en el numeral 1.2, por cuanto los valores allí asignados no consultan el valor histórico del mt2 de tierra dentro del sector, con relación a los predios pagados en otras negociaciones dentro del área y con motivo de la misma obra “Avenida Ciudad de Cali”.

Dice que es equivocada la apreciación de la Lonja de Propiedad Raíz de Cali que definió la destinación económica del predio como “zona verde”, por el hecho de observar apenas 4 árboles sembrados y 2 o 3 bancas las cuales le hicieron concluir que era zona verde, pero no investigaron el comportamiento histórico del inmueble el cual lo define como una propiedad privada que fue invadida por la comunidad con el consentimiento del Estado. 
Por lo anterior considera que la Lonja de Propiedad desconoció en su avalúo documentos tales como escrituras y certificados de tradición del inmueble, conceptos de la oficina de planeación y conceptos expedidos por la Personería, pues de haberlos conocido no hubiera definido la destinación económica del inmueble como zona verde. 
Califica que este acto fue de mala fe pero que la Lonja no es culpable de que la Oficina Comercial no le hubiera hecho llegar estos documentos que clarificaban la definición del inmueble. Reitera la mala fe de quien ordenó hacer el avalúo a la Lonja, por el hecho de no enviar los documentos con base en los cuales elaboró el avalúo por el cual se ordenó la expropiación administrativa.
Manifiesta el demandante que el valor comercial del inmueble no observó que, los predios no son zona verde ni tampoco existe ningún gravamen donde figure que estos predios son afectados como zona verde, menos aún existe un documento que certifique que para el año 1995 el inmueble jurídicamente había sido destinado como parque.
Indica que la violación al derecho a la igualdad resulta evidente por el hecho de que para predios localizados dentro de la misma zona, el valor del mt2 de tierra fue superior, sin tener en cuenta las mejoras o construcciones efectuadas en el predio del demandante, por lo que no encuentra ninguna razón justa y valedera para que los predios del actor sean menospreciados.
La violación al principio de la buena fe consagrado en el artículo 83 de la Constitución Política radica, a juicio del apoderado del demandante, en la actuación llevada a cabo con el fin de obtener el avalúo administrativo especial, el cual inicialmente fue conocido por la Oficina de Catastro Municipal, que luego fue devuelto a esta dependencia por la Jefatura de la Unidad Comercial de Negociación de Predios dependencia que sin mayores argumentos, los devolvió a la Oficina de Valorización Municipal con el fin de que se practicara por tercera ocasión otro avalúo, siendo enviado a la Lonja de Propiedad Raíz mediante oficio 3973 de diciembre 30 de 1997.

Con la actuación anterior lo que se evidencia es la causación de un daño antijurídico al demandante en cabeza de la administración municipal, que justifica la controversia frente al precio indemnizatorio recibido, por lo que resulta vulnerado el artículo 58 de la Constitución Política, ya que en el proceso de expropiación administrativa de que fue objeto el bien del actor, a pesar de resultar incontrovertibles para su procedencia argüir motivos de utilidad pública, lo que no se comparte es el precio del valor indemnizatorio.
B. Incoherencia en el avalúo al definir el predio como zona verde
Sostiene el apoderado del demandante que la Lonja de Cali, avaluó el predio identificado con el N° W23800100 ubicado en la calle 73 entre carreras 2A y 2C como zona verde porque físicamente al hacer la visita, lo observaron así perjudicando al propietario, sin investigar legalmente la tradición del bien como sí lo hizo en su momento la Subdirección de Catastro antes de determinar el avalúo. 
En cuanto a la tradición jurídica del predio del señor Humberto Elías Bravo Tovar, relata su apoderado judicial que éste se lo compró a FONAVIEMCALI quien se lo vendió para vivienda y luego se sorprendió porque no podía disponer de su predio, debido a la construcción de la Avenida Ciudad de Cali. 
Afirma que la Oficina de Catastro antes de tomar una decisión acerca de la naturaleza del bien como de “zona verde”, lo que hizo fue adelantar la respectiva investigación administrativa la cual consta en los antecedentes del proceso, según los cuales en la Oficina de Ordenamiento Urbanístico, en la Dirección del Departamento Administrativo de Planeación y en la Unidad Jurídica del Municipio de Cali, dan cuenta que el predio figura como propiedad de un particular por lo que se infiere que no tenía clasificación de zona verde.
C. El tercer argumento del demandante para solicitar la declaratoria de nulidad del acto administrativo es que la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, no efectuó un estudio comparativo antes, de fijar el precio de $32.500 el mt2 que ofreció para comprar el inmueble de propiedad del actor, comparado frente al valor que se pagó por otros predios que requería adquirir el municipio para la construcción de la Avenida Ciudad de Cali, ubicados en el mismo barrio Jorge Eliécer Gaitán, en los que el precio del mt2 se pagó entre $70.000.oo y 100.00.oo, ejemplos que se encuentran relacionados en el numeral 1.2. de esta providencia.
D. El avalúo realizado por la Lonja de Propiedad Raíz fue notificado cuando ya había perdido su vigencia
Manifiesta el apoderado del demandante que, la Lonja tenía que haberse sometido al artículo 12 de la Ley 9 de 1989 como quiera que era la legislación vigente al momento de elaborar el avalúo cuestionado que es de fecha 28 de enero de 1998 (sic), pues esta fue la fecha en que lo solicitó el municipio pero la elaboración fue en marzo de 1998. Esta disposición establece: “El avalúo tendrá una antelación máxima de seis (6) meses respecto a la fecha de la notificación de la oferta de compra”.

No obstante lo anterior, en la página 2 punto 1.9  del avalúo titulada Fecha de Discusión del Informe, dice lo siguiente: “Este avalúo fue discutido en una reunión ordinaria del Comité de Avalúo de la Lonja de Propiedad Raíz de Cali y Valle del Cauca realizada el día jueves 28 de enero de 1998”.
Con lo anterior expuesto el demandante señala que, el avalúo mediante el cual se le reconoció la indemnización al demandante, fue notificado después de ocho meses de haber sido aprobado, lo cual evidencia que no tiene validez jurídica, porque desconoció el artículo 12 de la Ley 9 de 1989, legislación vigente al momento de su aprobación.
Indica el profesional del derecho que la entrega del documento se hizo el 7 de marzo de 1998 lo cual no altera el día y la hora en que fue aprobado el avalúo, distinto es que la Oficina de Valorización del Municipio de Cali, no haya recibido el documento por no haber cumplido con el pago el 28 de enero de 1998, situación que no tiene por qué ser asumida por el propietario del predio, y la negligencia por falta del pago debe asumirla el estado contratante y no el usuario.

Descarta la aplicación de la Ley 388 de 1997, según la cual la vigencia de los avalúos es de un año, ya que esta reglamentación fue promulgada muchos meses después de la aprobación del avalúo, por lo que no se puede violar el principio de favorabilidad de la ley en perjuicio de los intereses económicos del demandante.
Finalmente y a manera de conclusión afirma el apoderado de la parte demandante que, el predio N° W23800100 en el año 1999, según investigaciones efectuadas tiene un valor comercial de $120.000.oo mt2, lo que indica que el precio total de los 2.196.21 mt2, es de doscientos sesenta y tres millones quinientos cuarenta y cinco mil doscientos pesos m/cte ($263.545.200.oo), razón que justifica la controversia del precio indemnizatorio.

2. CONTESTACION DE LA DEMANDA. 

El municipio de Santiago de Cali a través de apoderada judicial
, solicita que no sean acogidas las pretensiones de la demanda. En primer lugar se refiere a los antecedentes de la obra vial denominada “Avenida Ciudad de Cali” que tiene su fundamento legal en el artículo 13 del Acuerdo 13 de junio 1° de 1993 “Por medio del cual se desarrolla el Plan Vial, de Tránsito y Transporte para el Municipio de Santiago de Cali”, destacando el hecho de que para la realización de esta obra, se requería de la adquisición de 989 predios, entre ellos cuatro de propiedad del demandante, concretamente el identificado con el N° W-238-00100 ubicado en la calle 73 entre carreras  2A y 2C que es el contenido en al acto administrativo objeto de demanda.
Menciona la apoderada del municipio de Cali que, estos predios fueron comprados por el señor Heriberto Elías Bravo Tobar al Fondo de Empleados de las Empresas Municipales de Cali “FONAVIEMCALI” y que para la adquisición de estos terrenos con el fin de construir la obra vial, la Unidad Comercial y de Negociación de Predios de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, solicitó los respectivos avalúos según el artículo 18 de la Ley 9 de 1989, a la Subdirección de Catastro del Departamento Administrativo de Hacienda Municipal, por ser la entidad competente y por hacer las veces del Agustín Codazzi en la ciudad de Santiago de Cali.

Afirma que en virtud de lo anterior, Catastro expidió el avalúo administrativo especial N° 1023 de julio 15 de 1997 para el predio N° W-238-001-00, avalúo que a la Secretaría de Infraestructura Vial le pareció inconveniente por considerar que se realizó sin tener en cuenta la destinación que soportaba el inmueble, siendo este un parámetro importante que no fue tenido en cuenta por los peritos, puesto que al comparar el valor asignado al mt2 de ese predio que no contaba con ningún tipo de desarrollo urbano pues se trataba de un predio o tierra “en bruto” que ya contaba con la afectación para hacer parte de un separador vial, estaba por encima de los precios del mercado y que frente a otros predios del sector que sí eran urbanos, era igual a $100.000.oo
De manera enfática manifiesta la apoderada de la demandada que, este avalúo de Catastro que se constituye en el fundamento de la acción instaurada, jamás se puede calificar como un avalúo oficial por cuanto la entidad adquirente, nunca lo notificó ni lo consideró para efectuar la oferta, ya que este avalúo tiene vigencia máxima de seis meses, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley 9 de 1989, motivo por el cual la entidad ordenó la realización de un nuevo avaluó a la Lonja de Propiedad Raíz de Cali y por ende el avalúo elaborado por Catastro, sería objeto del incidente de tacha de falsedad.

Destaca que la Lonja de Propiedad Raíz está autorizada para efectuar los avalúos a los predios del ahora demandante, según el artículo 27 del Decreto Nacional 2150 de 1995 y que el 7 de marzo de 1998, elaboró el avalúo administrativo especial el cual fijó para el predio N° 3 identificado con el N° predial W-238-001-00 con área de 2.196.21 mt2 un avalúo de $71.376.825,oo, avalúo que considera el único oficial para la compra o expropiación de este terreno.
La apoderada del Municipio de Santiago de Cali discrepa del demandante, en cuanto a la supuesta violación del derecho de igualdad, como quiera que en el sector se fijaron valores superiores a la tierra, pues no tiene en cuenta las características específicas de cada uno de los que menciona en la demanda, los cuales por su localización no tenían otra destinación diferente a la de un separador central de las dos vías paralelas.
Afirma que no es cierto lo afirmado por el demandante en el sentido de que en el predio se podían desarrollar multifamiliares, pues nunca pudo demostrar que la administración le había aprobado un proyecto de vivienda, ya que sólo presentó un plano aprobado por EMCALI para servicios públicos siendo éste apenas uno de los requisitos exigidos para el efecto. Por tanto, no se puede pretender que un predio cuyo uso está claramente restringido, tenga un valor comercial igual al de los sectores ya urbanizados como es el caso de los barrios El Retiro, Gaitán, Alfonso López, Alfonso Bonilla Aragón, Mojica, Vallado y el Pilar, pues estos han tenido obras de adecuación para la construcción de viviendas, lo cual incrementa el valor comercial frente a un predio sin urbanizar.

En cuanto al cambio de legislación, quien contesta la demanda afirma que a la fecha de notificación del acto administrativo UCYNP-119 de octubre 23 de 1998, ya se había expedido la Ley 388 de julio 18 de 1997 “Por la cual se modifica la Ley 9 de 1989 y la Ley 3 de 1991 y se dictan otras disposiciones”, que en el artículo 61 establece las modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria, por lo que resulta claro que esta ley facultó al Gobierno para expedir el decreto reglamentario especial en materia de avalúos comerciales, que es el Decreto 1420 de julio 24 de 1998, expedida un año después de la Ley 388.
Afirma que en cumplimiento de lo preceptuado en el artículo 23 del Decreto 1420 de 1998, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, profirió la Resolución N° 0762 de octubre 23 de 1998, que estableció la metodología para la realización de los avalúos ordenados por la Ley 388 de 1997, es decir, que se expidió la reglamentación que interesa al presente proceso, un año y cuatro meses después de proferido el acto demandado, como quiera que sólo hasta el 26 de octubre de 1998 se complementaron las disposiciones para poder realizar un avalúo comercial según la Ley 388 de 1997, por lo que la legislación aplicable para la valoración de los predios del demandante a la que tenía que estar sometida la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, era la señalada en el artículo 18 de la Ley 9 de 1989.
La apoderada del Municipio demandado propone las excepciones de indebida formulación de la demanda, por cuanto el artículo 71 de la Ley 388 de julio 18 de 1997 establece un procedimiento especial frente a los asuntos que controvierten el precio indemnizatorio reconocido por efectos de una expropiación por vía administrativa, aunado al hecho de que la Ley 446 de 1998 no dispuso la derogatoria del artículo 71. Del mismo modo propone la excepción que llamó innominada. 

En memorial dirigido a la primera instancia la representante judicial del municipio de Cali
, solicitó se declare probado el incidente de tacha de falsedad  del documento que contiene el avalúo administrativo especial N° 1023 de julio 15 de 1997 realizado por la División de Formación y Avalúos de la Subdirección de Catastro Municipal, el cual fue presentado por la parte demandante como prueba fundamental en el presente proceso. 
También presentó memoriales
 mediante los cuales solicitó fueran llamados en garantía los señores Adriana Rodríguez, Jorge Enrique Posada y Elizabeth Jiménez Escobar quienes se desempeñaban como Técnico Profesional, Técnico Profesional II y Jefe respectivamente, de la División de Formación y Avalúos de la Subdirección de Catastro Municipal y que fueron las personas que elaboraron el avalúo administrativo especial 1023/97.
El llamamiento en garantía fue admitido mediante auto de fecha 11 de febrero de 2000 proferido por la primera instancia, al ordenar la notificación de los terceros vinculados al proceso señores Adriana Rodríguez, Jorge Enrique Posada y Elizabeth Jiménez Escobar, estos dos últimos luego de ser notificados  otorgaron poder a una profesional del derecho para que los representara judicialmente, quien contestó la demanda oponiéndose a las pretensiones de la misma y propuso la excepción de indebido llamamiento en garantía. Respecto de la señora Adriana Rodríguez fue declarada la preclusión del llamamiento en garantía mediante Auto de fecha 14 de enero de 2004, pues no fue posible localizarla luego de tres años de estar suspendido el proceso con el fin de lograr su vinculación.
En cuanto al incidente de tacha de falsedad propuesto por la entidad demandada, la primera instancia mediante auto de fecha 1° de septiembre de 2006
, negó las pretensiones del incidente al otorgar plena credibilidad al testimonio rendido por el señor Alvaro Ortega García, en su condición de Subdirector de la Subdirección de Catastro de la época de los hechos, quien en audiencia de reconocimiento y firma del documento tachado de falso es decir del avalúo 1023 de 1997, confirmó que el avalúo contiene su firma personal y el sello de autenticación que a la fecha 18 de enero de 1999 se usaba para tal fin, durante el periodo en el que se desempeñó en este cargo. Justificó las razones para la existencia de las discrepancias presentadas entre el documento aportado por la parte actora y por el municipio. 
De igual forma, sostuvo el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca que, la información plasmada en el avalúo allegado por la actora resulta equivalente a lo consignado en el documento aportado por la entidad demandada, aunado al hecho de que la incidentalista no aportó pruebas con el fin de desvirtuar el material probatorio obrante en el expediente y justificar el trámite incidental, motivo por el cual, condenó al municipio de Santiago de Cali a cancelar en favor de la parte actora el valor de 10 s.m.l.v.
3. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

Los apoderados judiciales tanto del municipio de Cali como de la parte demandante, presentaron escritos contentivos de alegatos de conclusión (visibles a folios 469 a 482  y 501 a 551 respectivamente del cuaderno principal) mediante los cuales reiteran lo plasmado en la demanda y en la contestación de la misma.
4. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El agente de la Procuraduría General de la Nación en sede de primera instancia, presenta escrito
 en el que solicita sean acogidas las pretensiones de la demanda, pues el avalúo oficial fue el realizado por la Oficina de Catastro municipal y no tener en cuenta el de la Lonja de Propiedad Raíz.
II. LA SENTENCIA APELADA

Mediante sentencia de fecha 5 de diciembre de 2008 el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca negó las pretensiones de la demanda. En cuanto a las excepciones propuestas por la apoderada del municipio de Cali y por la apoderada de los llamados en garantía, consideró que se confunden con el fondo de la controversia planteada y que no tienen el carácter de excepciones, porque sus argumentos no están dirigidos propiamente a enervar las pretensiones de la demanda, sino a negar los supuestos jurídicos y fácticos soporte de la acción de nulidad. 
Considera que el problema jurídico consiste en establecer, si el avalúo efectuado por la Lonja de Propiedad Raíz se encuentra ajustado a derecho, teniendo en cuenta las circunstancias físicas que caracterizan el bien inmueble materia de discusión y, por ende, si los actos administrativos son válidos, o si por el contrario, dicho avalúo fue realizado desconociendo la normatividad aplicable.
La primera instancia relaciona el material probatorio obrante en el expediente, entre este, se refiere al dictamen pericial decretado en el trámite procesal a petición de la parte demandante,  el cual fue presentado el día 15 de febrero de 2005 por la perito avaluadora designada por el despacho, el cual fuera objetado por error grave por parte del apoderado del Municipio de Cali, dictamen que tasó el valor del mt2 del predio del demandante en la suma de $155.000,oo para un valor total de $340.411.000,oo, 

Sobre la objeción considera el a quo que, no está llamada a prosperar pues la perito fue nombrada por el despacho de la lista de auxiliares de la justicia, de lo cual se deduce su idoneidad para el desempeño del peritaje ordenado. En cuanto al dictamen rendido, observa que se fundamentó en lo solicitado en la demanda al limitarse a establecer el valor tanto del mt2 como del predio en su totalidad; en todo caso advirtió que esta prueba debe ser analizada en conjunto con las demás que obran en el expediente.
En cuanto al fondo del asunto, considera la primera instancia que los actos administrativos acusados no resultan violatorios de la normatividad constitucional y legal, pues si bien es cierto la Subdirección de Catastro-División de Formación del Departamento Administrativo de Hacienda, Catastro y Tesorería del Municipio de Cali, efectuó el día 15 de julio de 1997 un avalúo al predio del demandante, igualmente lo es que éste nunca fue el fundamento sobre el cual se llevó a cabo el trámite de la declaratoria de urgencia para aplicar el procedimiento de expropiación administrativa del lote del actor.

Lo anterior, por cuanto dicho avalúo no fue notificado al demandante como una oferta de compra de su predio por parte del municipio y, al no haberse efectuado dicha notificación de conformidad con la Ley 9 de 1989, ordenamiento legal aplicable para la fecha en que se realizó dicho avalúo, éste perdió su vigencia a los 6 meses de haberse expedido, esto es, el 15 de enero de 1998. De esta manera, queda desvirtuada cualquier consideración de la parte demandante, respecto al término de vigencia del avalúo, pues la Ley 9 de 1989 aún no había sido modificada a la fecha de expedición del mismo y en ella fue que se consagró el referido término.
Destaca el a quo  que el avalúo administrativo especial encomendado por la administración municipal a la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, es de fecha 7 de marzo de 1998 y la Resolución N° UCYNP-060 por medio de la cual se hizo la oferta al señor Heriberto Elías Bravo y se declaró la condición de urgencia, es de fecha 2 de septiembre de 1998, notificada al apoderado de aquél el día 3 de septiembre de 1998, por lo que resulta evidente que no habían transcurrido los 6 meses previstos en la Ley 9 de 1989 para la pérdida de vigencia de los avalúos.
Considera la Sala que el valor que arrojó el avalúo practicado por la Lonja de Propiedad Raíz, no fue irracional o desproporcionado si se tiene en cuenta que sobre el lote de terreno no existía ninguna construcción, por lo que no es aceptado el cargo del actor acerca de la vulneración al derecho a la igualdad porque el mt2 de su predio fue avaluado en $32.500,oo mientras que el de otras personas a quienes también le fueron comprados sus predios fue pagado por valor muy superior. Por lo anterior no se puede comparar el terreno del demandante que no tenía ninguna construcción con el de valor que se le dio a otros predios en donde sí existían viviendas construidas y por ende estaban urbanizados.
En punto a este tema, manifiesta que el actor no aportó ninguna prueba en la que un predio en iguales condiciones al del demandante, esto es sin construcción, hubiera sido adquirido por el municipio de Cali a un precio superior, destacando el hecho de que la Lonja si bien hizo relación a que el lote era zona verde, lo que realmente tuvo en cuenta al momento de proferir el avalúo, es que el predio estaba en bruto, o sea sin construcción o edificación.
A juicio del a quo tampoco resulta ajeno el hecho de que el actor haya adquirido en el año de 1994 el predio en la suma de $23.205.00,oo y pretenda que 4 años después se le pague por ese mismo lote la suma de $219.621.000,oo pues resulta de imposible comprensión que dicho bien inmueble, haya incrementado su valor en un 946,43% en tan corto lapso.
Finalmente, en cuanto al dictamen rendido por la perito designada en el proceso, la Sala observa que éste fue realizado el 15 de febrero de 2005, es decir, aproximadamente 7 años después de haberse llevado a cabo la expropiación administrativa, por lo que las condiciones del sector cambiaron, siendo una de ellas y la principal, el hecho de que ya esté construida la Avenida Ciudad de Cali lo cual representa un proyecto de gran envergadura que obviamente valorizó los predios cercanos a ella.
III. EL RECURSO DE APELACIÓN

Dentro de la oportunidad legal, el apoderado de la parte demandante interpuso y sustentó recurso de alzada contra la sentencia de primera instancia
, en el cual solicitó la revocatoria íntegra de la sentencia del 5 de diciembre de 2008. 
Considera el recurrente que al revisar la providencia impugnada su contenido no es congruente con la perspectiva que debe tener todo fallo judicial, por lo que desborda la presunción de legalidad y acierto que debe caracterizar estas providencias.
Manifiesta que el ente municipal demandado, vulneró la garantía constitucional a la igualdad y el debido proceso administrativo del demandante, ya que el avalúo efectuado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali no tuvo en cuenta el procedimiento establecido por cuanto inicialmente era el Instituto Geográfico Agustín Codazzi el que tenía que realizar el avalúo del predio del demandante y después de 15 días si el Instituto no lo podía hacer, entonces el municipio lo podía solicitar a la Lonja, pero lo que sucedió en el presente caso es que el municipio acudió directamente a la Lonja.

Además de lo anterior, la entidad administrativa demandada no tuvo en cuenta el Decreto 1420 de 1998, que señala reglas de obligatorio cumplimiento para el avalúo, resultando una excusa débil del ente administrativo la de que a la fecha del avalúo rendido por la Lonja, el Instituto Geográfico no había señalado las normas metodológicas, pues ya había expedido la Resolución N° 762 de 1998.
Considera el recurrente que el avalúo elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, carece de legalidad por dos razones: i) por cuanto alteró el procedimiento de ser inicialmente el Instituto Geográfico Agustín Codazzi quien tenía que realizar el avalúo y ii) por cuanto no atendió la norma reglamentaria esto es, el Decreto 1420 de 1998 y la Resolución N° 762 de 1998 del Instituto.
Afirma el apelante que el proceso administrativo de expropiación tiene una etapa preliminar regida por la Ley 9 de 1989, en la que se dio una propuesta base la cual tuvo como fundamento el avalúo administrativo especial N° 1023 de 1997 y que existió una oferta de pago que fue firmada por los funcionarios que tuvieron que ver con su aprobación previa, entre ellos, por el Secretario de Valorización, incluso figura como prueba el contrato de compra venta que reconoce el valor de $219.621.000,oo en favor del demandante. 
Según el apelante durante esta etapa no fue vulnerado el debido proceso administrativo de la demandante, pero luego sí en la etapa de negociación voluntaria y avalúo, en la que la entidad municipal apoyándose en el Decreto 2150 de 1995, solicitó a la Lonja de Propiedad Raíz de Cali la elaboración del avalúo a su propia conveniencia Esta actuación, creó el ejercicio arbitrario de la administración y vulneró el principio de legalidad ya que su actuación la fundamento luego de la etapa preliminar, en la Ley 388 de 1997 desconociendo que al presentarse cambio de normatividad, todo régimen de transición, trae consigo el principio de favorabilidad 

Aduce el censor que la verdad histórica o real demuestra que cuando el municipio de Cali profirió la Resolución N° UC y NP-120 de octubre 23 de 1998, ya estaba en vigencia el Decreto Reglamentario 1420 de julio 24 de 1998, por lo tanto, el haber proferido la Lonja de Propiedad Raíz el avalúo sin tener en cuenta dicha normatividad, torna el acto administrativo en ilegal. En cambio siendo avalado por el Decreto 1420 el avalúo administrativo especial N° 1023 de 1997, es éste el único válido para tenerse en cuenta por sus efectos jurídicos.
Al referirse al cambio de legislación, es decir, al tránsito entre la Ley 9 de 1989 y la Ley 388 de 1997 en lo concerniente a las etapas de expropiación, es obligatorio garantizar el derecho al debido proceso en las actuaciones administrativas como la que llevó a cabo la entidad pública demandada. Recuerda el contenido de la sentencia C-476 de 2007 en la cual afirmó que el precio indemnizatorio que se le deber reconocer al propietario en la expropiación administrativa, será igual al avalúo comercial de conformidad con el artículo 61 de la Ley 388 de 1997 que modificó la Ley 9 de 1989 y la Ley 3 de 1981. Transcribe también algunos apartes de las sentencias C-1074 de 2002.

El apelante recuerda que el municipio al delimitar bajo sus criterios en el acto de expropiación, que como no había reglamentación del Decreto 1420 de 1998 se debían someter a la reglamentación trazada en el Acuerdo 30 de 1993 y el Acuerdo 10 de 1994, cuando lo único cierto es que la reglamentación urbana no estaba sometida a dicha normatividad municipal, sino a leyes nacionales como la Ley 9 de 1989 y la Ley 388 de 1997.
Califica de un falso juicio de convicción o error de interpretación de la Ley 388 de 1997, la valoración efectuada por la primera instancia acerca del dictamen pericial, al demeritarla por haber transcurrido 7 años después cuando la obra vial ya está terminada, pues no tiene lógica judicial restarle valor probatorio a una prueba técnica por el solo hecho de que se realizó en fecha posterior, cuando la sana crítica indica que las pruebas se valoran en conjunto y bajo criterios científicos y técnicos. 

IV. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

No se pronunció durante esta oportunidad procesal, el Delegado de la Procuraduría General de la Nación.
V. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Los Actos Administrativos demandados
“REPUBLICA DE COLOMBIA
M U N I C I P I O  D E  C A L I

RESOLUCION N° UC Y NP 119 DE 1998

(Octubre 23/98)

POR MEDIO DE LA CUAL SE ORDENA LA EXPROPIACION TOTAL POR VIA ADMINISTRATIVA DEL PREDIO IDENTIFICADO CATASTRALMENTE CON EL N° W-23800100, UBICADO EN LA CALLE 73 ENTRE CARRERARS 2ª Y 2C, REQUERIDO PARA LA OBRA: AVENIDA CIUDAD DE CALI 

EL SECRETARIO DE INFRAESTRUCTURA VIAL Y VALORIZACION, en uso de las facultades otorgadas por el Honorable Concejo Municipal de Santiago de Cali, mediante Acuerdo N° 15 del 12 de Agosto de 1998, en cumplimiento de las disposiciones legales establecidas en la Ley 388 de 1997 en su artículo 68, y las conferidas por el señor Alcalde mediante el Decreto N° 1410 de Agosto 06 de 1998
CONSIDERANDO:
1. El municipio de Santiago de Cali -Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización-, para dar cumplimiento al Plan de Desarrollo, tiene el propósito de ejecutar la obra denominada “AVENIDA CIUDAD DE CALI” y para tal efecto requiere totalmente el predio de propiedad del señor HERIBERTO ELIAS BRAVO TOBAR, distinguido catastralmente con el N° W-23800100, ubicado en la Calle 73 entre carreras 2A y 2C, declarado de utilidad pública en razón a lo establecido en la Ley 388 de 1997, en su artículo 58 literal e) que expresa: “Ejecución de programas y proyectos de infraestructura vial y de sistemas de transporte masivo”.
2. El señor HERIBERTO ELIAS BRAVO TOBAR, adquirió el mencionado inmueble, por compra al Fondo de Empleados de las Empresas Municipales de Cali “FONAVIEMCALI”, según Escritura Pública N° 898 del 11 de noviembre de 1994, otorgada en la Notaría Dieciséis del Círculo de Cali, debidamente registrada al folio de Matrícula Inmobiliaria N° 370-481927 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali. Según títulos de propiedad tiene los siguientes linderos generales:
SUR: Del mojón con coordenadas Norte 12979.701 y Este 16795.884 al mojón con coordenadas Norte 12972.352 y Este 16771.988 en una distancia de 25.00 metros con un rumbo de 252° 54’ 19’’, lindando con una vía denominada Carera 2ª.A.
NORTE: Del mojón con coordenadas Norte 12888.869 y Este 16799.627 al mojón 18 con coordenadas Norte 12896.364 y Este 1823.473 en una distancia de 25.00 metros con un rumbo de 72° 33’ 16’’, lindando con una vía denominada Carrera 2ª.C.

ORIENTE: Del mojón 18 al 15 en una distancia de 87.783 metros con rumbo de 341° 40’ 46’’, lindando con la calzada oriental de una vía denominada Calle 73.

OCCIDENTE: Del mojón 16 al 17 en una distancia e 87.939 metros con rumbo de 161° 40’ 54’’, lindando con la calzada occidental de una vía denominada Calle 73.

3. Que mediante Acuerdo N° 15 del 12 de Agosto de 1998, el Honorable Concejo Municipal de Santiago de Cali, determinó que la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, entre otras, es la Dependencia encargada de declarar las condiciones de urgencia para aplicar la expropiación por vía administrativa, para la adquisición de bienes inmuebles declarados de utilidad pública o interés social, para ser destinados a los fines enunciados en el Artículo 63, de la Ley 388 de 1997.

4. Que la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización declaró mediante Resolución N° UCYNP-060 del 02 de septiembre de 1998, como condiciones de urgencia para aplicar el procedimiento de expropiación por vía administrativa, la prioridad otorgada a la adquisición total del predio descrito en el considerando 2° de la presente Resolución.
5. Que la mencionada Resolución fue notificada personalmente el día 03 de septiembre de 1998, al Doctor LUIS EDUARDO CASTRILLON CASTRO, identificado con la cédula de ciudadanía N° 14.953.210 de Cali, y tarjeta profesional N° 69306 del Consejo Nacional de la Judicatura, quien actúa en nombre y representación del señor HERIBERTO ELIAS BRAVO TOBAR, según poder especial, amplio y suficiente autenticado en la Notaría Quinta del Círculo de Cali, de fecha 25 de septiembre de 1997. Así mismo en cumplimiento a lo ordenado en el Artículo 66 de la Ley 388 de 1997, esta Resolución fue inscrita el día 07 de septiembre de 1998, a folio de la matrícula inmobiliaria N° 370-481927 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Cali.

6. El área de terreno que se requiere del predio anteriormente descrito, de acuerdo con el levantamiento topográfico elaborado por la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, está comprendida por los siguientes linderos generales:

NOROCCIDENTE: Siguiendo los puntos D A, en extensión de 25.00 ML con la carrera 2A.

NORORIENTE: Siguiendo los puntos A B, en extensión de 87.79 ML con la calzada oriental de la calle 73.

SURORIENTE: Siguiendo los puntos B C, en extensión de 25.00 ML con la carrera 2C.

SUROCCIDENTE: Siguiendo los puntos C D, en extensión de 87.94 ML con la calzada occidental de la calle 83.

Dicha zona de terreno es la demarcada en plano con las letras D A B C D.

7. El precio que ofrece el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA VIAL Y VALORIZACIÓN- por compra total del área de 2.196.21 mt2 terreno, de acuerdo con el Avalúo Administrativo Especial elaborado por la LONJA DE PROPIEDAD RAIZ DE CALI en marzo 7 de 1998, es el siguiente:
TERRENO:                 2.196.21 M2 a $32.500.00c/u= $71’3763825.oo

VALOR TOTAL:                                                       $71’376.825.oo
8. Que el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización-, establece las siguientes condiciones de pago del precio establecido en el avalúo:

-50% de anticipo, el cual se tramitará para su pago a la firma de la promesa de compraventa y el 50% restante, a la presentación de la Escritura Pública de compraventa debidamente registrada y la entrega real del inmueble que se perfeccionará mediante acta suscrita entre el vendedor y el comprador.

-100% a la presentación de la Escritura Pública de compra venta debidamente registrada y la entrega real del inmueble que se perfeccionará mediante acta suscrita entre el vendedor y el comprador.

9. Que vencidos los 30 días hábiles de que habla el Artículo 68 de la Ley 388 de 1997, no se llegó a un acuerdo formal entre las partes para la enajenación voluntaria, según lo expresado por el apoderado mediante comunicación del 15 de septiembre de 1998, motivo por el cual se dispone ordenar la expropiación administrativa del inmueble aquí referido.

Por lo anterior,

RESUELVE:

ARTICULO PRIMERO: Declárase agotada la etapa de enajenación voluntaria directa y en consecuencia se dispone ordenar la expropiación administrativa total, del predio identificado catastralmente con el N° W-23800100 de propiedad del señor HERIBERTO ELIAS BRAVO TOBAR, de acuerdo a su localización, linderos y avalúo contenidos en la parte considerativa de la presente resolución, el cual se requiere para la obra “AVENIDA CIUDAD DE CALI”.
ARTICULO SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el presente Acto Administrativo, se pondrá a disposición inmediata el valor total correspondiente, en la Tesorería del Municipio de Santiago de Cali por el término de diez (10) días. En caso de no ser retirados los dineros por el particular expropiado, al cabo de los diez (10) días, se procederá a depositar los dineros en una Entidad Financiera, la cual se le dará a conocer mediante comunicación escrita a través de la Unidad Comercial y de Negociación de Predios de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización (artículo 70, numeral 2° de la Ley 388/97).

ARTICULO TERCERO: Notifíquese personalmente la presente Resolución dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al recibo de la citación o comunicación. Si no se pudiere notificar personalmente, se fijará un edicto en lugar público, en la sede de la Unidad Comercial y de Negociación de Predios de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, ubicada en la Calle 18 N N° 3N-31 por el término de diez (10) días hábiles, con la inserción de la parte resolutiva. (Artículos 44 y 45 del Código Contencioso Administrativo).

ARTICULO CUARTO: Contra la presente Resolución procede únicamente el recurso de reposición, el cual deberá interponerse por escrito ante el Secretario de Infraestructura Vial de Valorización, en la Calle 18 N N° 3N-31, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la presente Resolución (Artículo 69 de la Ley 388 de 1997), y con el lleno de los requisitos legales establecidos en el Artículo 52 del Código Contencioso Administrativo.

PARAGRAFO PRIMERO: Una vez ejecutoriada la presente Resolución, inscríbase en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, acreditando que el propietario ha recibido el valor de la indemnización o copia de la consignación correspondiente.
PARAGRAFO SEGUNDO: En el caso de consignarse los dineros en una Entidad Financiera, envíese copia de la consignación al Tribunal Administrativo.

ARTICULO QUINTO: Determínase un plazo de quince días hábiles, contados a partir del registro de la presente Resolución, para exigir la entrega material del bien inmueble objeto de la expropiación por vía administrativa, de conformidad con lo establecido en el Artículo 70, numeral 3° de la Ley 388/97.

COMUNIQUESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE
Se firma en Santiago de Cali, a los veintitrés (23) días del mes de Octubre de mil novecientos noventa y ocho (1998).

JUAN GERARDO SANCLEMENTE QUICENO

Secretario de Infraestructura Vial y Valorización”

No se trascribe el texto de la Resolución N° 150-98 de Noviembre 17 proferida por el Secretario de Infraestructura Vial y Valorización, por cuanto la parte resolutiva negó el recurso de reposición interpuesto y confirmó en los mismos términos la Resolución N° UCYNP 119 de octubre 23 de 1998.
5.2. Estudio del recurso de apelación
Luego de revisado el expediente en su integridad, se observa que en el caso sub judice, coinciden los supuestos de hecho y de derecho que fueron analizados por este Despacho en el expediente con radicación número 76001-23-31-000-1999-00898-01, mediante fallo de fecha dieciséis (16) de septiembre de dos mil diez (2010), motivo por el cual se prohijarán los trazos jurisprudenciales sentados en dicha providencia.

Lo anterior teniendo de presente que en esta oportunidad procesal, coincide el demandante, la autoridad municipal demandada y las razones de inconformidad planteadas, así como el Tribunal de primera instancia, sólo que varían los actos administrativos cuya nulidad se depreca por referirse a la expropiación total por vía administrativa, de un predio distinto al que fue objeto de demanda en el expediente 1999-00898. En todo caso los argumentos de apelación planteados en dicha oportunidad frente a los de la presente, son los mismos.
Es así como en esta oportunidad, el apoderado judicial del demandante señor Heriberto Elías Bravo Tobar, persigue la declaratoria de nulidad de las Resoluciones  N° UCYNP 119 de octubre 23 de 1998, “Por medio de la cual se ordena la expropiación total por vía administrativa del predio identificado catastralmente con el N°  W-23800100, ubicado en la calle 73 entre carreras 2A y 2C, requerido para la obra: Avenida Ciudad de Cali”  y de la Resolución N° 150-98 de noviembre 17 de 1998, “Por medio de la cual se resuelve un recurso de reposición interpuesto por el señor Heriberto Elías Bravo Tobar, contra la Resolución N° UC Y NP 119 de octubre 23 de 1998”, la cual fue confirmada, actos administrativos que fueron proferidos por el Secretario de Infraestructura Vial y Valorización del municipio de Cali.

La Sala observa que en términos generales tal y como lo planteó en su oportunidad el recurrente en la sentencia que por la presente se prohíja, son dos  los motivos de inconformidad en que se basa para fundamentar la apelación respecto del fallo de primera instancia. 

En primer lugar, cuestiona la legalidad del avalúo comercial que sirvió de fundamento para declarar la condición de urgencia para aplicar el procedimiento de expropiación total por vía administrativa, el cual fue elaborado en marzo de 1998 por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali y Valle del Cauca
, bajo la consideración de que la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización de Cali se equivocó en haberlo solicitado inicialmente a esta entidad porque la competente y de manera prioritaria para elaborarlo era el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, situación que originó la violación al debido proceso administrativo del titular del bien expropiado.  
En segundo término y como consecuencia de lo anterior, el apelante considera que el avalúo que debió haber sido tenido en cuenta por la autoridad pública demandada, era el avalúo N° 1023 elaborado el 15 de julio de 1997 por el Departamento Administrativo de Hacienda Catastro y Tesorería de la Subdirección de Catastro- División de Formación, como quiera que la etapa preliminar del proceso de expropiación se inició con fundamento en la Ley 9 de 1989. 

Del mismo modo afirma que ésta es la legislación que debió tenerse en cuenta en cuanto favorecía los intereses económicos del demandante y no la Ley 388 de 1997, como quiera que el Municipio de Cali elaboró oferta de promesa de compra venta y de escritura pública con fundamento en el avalúo elaborado por la Oficina de Catastro de Cali, proyectos que fueron aportados al expediente.
Para poder responder los ataques de inconformidad, la Sala considera necesario en primer lugar determinar cuál era la legislación aplicable al caso en estudio, para de esta manera establecer si los actos administrativos objeto de nulidad, deberán tener como fundamento para ordenar la expropiación por vía administrativa del predio del demandante, el avalúo administrativo especial elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali de fecha marzo 7 de 1998, era el correcto o si, por el contrario, tal determinación debió haberse apoyado en el avalúo expedido por la Subdirección de Catastro.
5.3. Legislación aplicable al caso en estudio
Resulta indiscutible que la Subdirección de Infraestructura Vial solicitó al Departamento administrativo de Hacienda Catastro y Tesorería, Subdirección Catastro –División de Formación, la elaboración de un avalúo a fin de determinar el valor comercial del predio del señor Heriberto Bravo identificado con el N° W23800100, que se requería con carácter urgente para la construcción de la Avenida Ciudad de Cali. En virtud de lo anterior, dicha dependencia elaboró el Avalúo N° 1023 fechado 15 de julio de 1997, el cual tuvo como fundamento el artículo 18 de la Ley 9 de 1989, disposición que establecía lo siguiente: 
“Artículo 18º.- Con el objeto de evitar un enriquecimiento sin causa, el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones no tendrán en cuenta, al hacer los avalúos administrativos especiales de que trata la presente Ley, aquellas acciones o intenciones manifiestas y recientes del Estado que sean susceptibles de producir una valorización evidente de los bienes avaluados, tales como:

1. La adquisición previa por parte de la entidad adquirente, dentro de los cinco (5) años anteriores, de otro inmueble en la misma área de influencia.

2. Los proyectos anunciados, las obras en ejecución o ejecutadas en los cinco (5) años anteriores por la entidad adquirente o por cualquier otra entidad pública en el mismo sector, salvo el caso en que el propietario haya pagado o esté pagando la contribución de valorización respectiva.

3. El simple anuncio del proyecto de la entidad adquirente de comprar inmuebles en determinado sector, efectuado dentro de los cinco (5) años anteriores.

4. Los cambios de uso, densidad y altura efectuados por el Plan Integral de Desarrollo, si existiere, dentro de los tres (3) años anteriores a la orden de compra, siempre y cuando el propietario haya sido la misma persona durante dicho período o, habiéndolo enajenado, haya readquirido el inmueble para la fecha del avalúo administrativo especial.

Las mejoras efectuadas con posterioridad a la fecha de la notificación del oficio de que trata el artículo 13 no podrán tenerse en cuenta en el respectivo avalúo administrativo especial. En los municipios de Bogotá, Cali y Medellín, y en el departamento de Antioquia, las oficinas de catastro efectuarán los avalúos administrativos especiales de que trata el presente artículo, ateniéndose a los mismos criterios establecidos para los avalúos administrativos especiales que realiza el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi". En lo sucesivo, el Instituto podrá delegar la realización de tales avalúos en otras oficinas de catastro departamentales, intendenciales o municipales”. (subrayas fuera de texto)
También se ajusta a la realidad procesal que a folios 96 a 108 del expediente, obran copias del proyecto de oferta de compra total y de la promesa de compraventa del predio ubicado en la Calle 73 entre carreras 2A y 2C identificado con el N° W23800100, así como también figura copia de la escritura pública del negocio y de la solicitud de disponibilidad de reserva CRBS, documentos que si bien es cierto tuvieron como fundamento el Avalúo Administrativo Especial efectuado por el Departamento Administrativo de Hacienda, Catastro y Tesorería Municipal N° 1023 de 15 de julio de 1997 el cual fijó la suma de $219.621.000.oo como avalúo comercial del predio del actor que era objeto de enajenación voluntaria directa, igualmente lo es que estos documentos no alcanzaron a tener eficacia jurídica.

Lo anterior,  por cuanto no habían sido perfeccionados legalmente en la medida en que se trataba de proyectos y no de documentos oficiales como tales, por cuanto apenas figuraban con los vistos buenos y la firma del Secretario de Infraestructura Vial y Valorización de Cali pero no con la del Alcalde de la ciudad para la época de los hechos, quien era el representante legal de la entidad adquirente cuya rúbrica era requisito indispensable en el trámite administrativo adelantado. 
Del mismo modo debe tenerse presente que, la comunicación dirigida al señor Heriberto Elías Bravo en la que le informaban que su predio se requería totalmente para la construcción de la obra vial y que el precio que le ofrecía la administración por la compra, con base en el avalúo 1023 de 1997 era por valor de $219.621.000,oo, no se encuentra firmada por el Alcalde de Cali Julio César Martínez Payán, de tal manera que no puede reputarse la validez jurídica de esta comunicación como lo pretende hacer valer el apelante, quien esgrime la aplicación del principio de favorablidad a los intereses de su cliente por haberse agotado la etapa preliminar de la negociación, en vigencia de la Ley 9 de 1989.
De acuerdo con lo anteriormente referido, la Sala observa que en el caso sub judice, no se evidencia que se hubiera agotado el procedimiento señalado en el artículo 13 de la Ley 9 de 1989, por cuanto no obra en el paginario, la notificación personal de la oferta de compra efectuada por la Alcaldía de Cali como entidad adquirente del predio del señor Bravo, con el fin de que éste manifestara sus observaciones frente al particular. En todo caso, se reitera, mal podría existir esta notificación, cuando como ya se dijo en el párrafo anterior, este oficio no contaba con la firma de la primera autoridad administrativa del municipio. 

El texto del artículo 13 de la Ley 9 de 1989 establecía lo siguiente:

“Corresponderá al representante legal de la entidad adquirente, previas las autorizaciones estatutarias o legales respectivas expedir el oficio por medio del cual se disponga la adquisición de un bien mediante enajenación voluntaria directa. El oficio contendrá la oferta de compra, la trascripción de las normas que reglamentan la enajenación voluntaria y la expropiación, la identificación precisa del inmueble, y el precio base de la negociación. Al oficio se anexará la certificación de que trata el artículo anterior. Este oficio no será susceptible de recurso o acción contencioso administrativa. 

El precio base de la negociación se fundamentará en el avalúo efectuado por el Instituto Geográfico "Agustín Codazzi" o la entidad que cumpla sus funciones, el cual se anexará a la oferta de compra. El término para formular observaciones, al mismo, empezará a correr a partir de la notificación de oferta de compra. El avalúo tendrá una antelación máxima de seis (6) meses respecto a la fecha de la notificación de la oferta de compra. 

El oficio que disponga la adquisición se notificará al propietario a más tardar dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al de su expedición. Si no pudiere efectuarse la notificación personal, la orden de adquisición se notificará por edicto, el cual será fijado dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al del vencimiento del término para la notificación personal en un lugar visible al público de la sede de la entidad adquirente, en el lugar de la ubicación del inmueble, y en la alcaldía del mismo sitio. El edicto será desfijado después de cinco (5) días hábiles, término durante el cual la entidad adquirente lo publicará en un periódico de amplia circulación nacional o local. 

Adicionalmente, cuando el nombre del propietario figure en el directorio telefónico, se enviará a todas las direcciones que allí aparezcan copia del edicto por correo certificado o con un funcionario que la entregue a cualquier persona que allí se encuentre, o la fije en la puerta de acceso, según la circunstancias. También se enviará a la dirección que el propietario hubiere denunciado en la oficina de Catastro respectiva. 

El oficio que disponga una adquisición será inscrito por la entidad adquirente en el folio de matrícula inmobiliaria del inmueble dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a su notificación.

Los inmuebles así afectados quedarán fuera del comercio a partir de la fecha de la inscripción, y mientras subsista, ninguna autoridad podrá conceder licencia de construcción, de urbanización, o permiso de funcionamiento por primera vez para cualquier establecimiento industrial o comercial sobre el inmueble objeto de la oferta de compra. Los que se expidan no obstante esta prohibición serán nulos de pleno derecho”. (subrayas fuera de texto)
Como quiera que no fue legalizada la oferta de compra del predio dentro del término máximo de seis (6) meses, periodo comprendido entre el mes de julio de 1997 (fecha de elaboración del avalúo administrativo especial por Catastro) y enero de 1998, se puede llegar a la conclusión que este avalúo no producía efectos jurídicos al haber perdido su vigencia.   

Así mismo de acuerdo con el material probatorio obrante en el expediente, la Sala observa que en el caso del predio del demandante requerido para la obra vial, no se agotó la etapa previa de enajenación voluntaria directa a que hace alusión el artículo 13 de la Ley 9 de 1989, con fundamento en el avalúo administrativo especial de Catastro. Tampoco se cumplieron los presupuestos de hecho y de derecho contemplados en los artículos 14, 15 y 18 idem, que dan cuenta del procedimiento de suscripción del contrato de compraventa y la elaboración de la respectiva escritura pública, así como del precio de adquisición y la forma de pago. 

Dejando claro que el avalúo N° 1023 de julio 15 de 1997 elaborado por la Subdirección de Catastro de Cali perdió vigencia por cuanto nunca se legalizó la oferta de compra al predio del señor Heriberto Bravo con base en este avalúo, la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización solicitó a la Lonja de Propiedad Raíz de Cali
 elaborara un nuevo avalúo comercial, el cual fue entregado en el mes de marzo de 1998, cuando ya estaba en vigencia la Ley 388 de 1997 que entró a regir luego de su publicación en el Diario Oficial No. 43.091 el 18 de Julio de 1997. 
Resulta de importancia para este proceso en el que, el argumento de disenso esgrimido por el apelante tiene que ver con el tránsito de legislación y por ende de la aplicación de la norma más favorable, el contenido del artículo 132 de la Ley 388 de 1997 en el que se establece una especie de régimen de transición, al determinar lo siguiente:
“Cuando se hubiere iniciado el proceso de enajenación voluntaria que establece la Ley 9 de 1989 y existiere inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria de la oferta de compra correspondiente, el proceso se regirá por el avalúo administrativo especial establecido en dicha ley. Lo mismo se aplicará a las adquisiciones de predios con destino a las obras financiadas mediante contribuciones de valorización que se encuentren decretadas”.

Pues bien, se observa un motivo adicional para no acoger la petición del apelante, por cuanto revisado el paginario no se cumplió con el requisito a que alude el artículo anterior, ya que en primer lugar como ya se dijo, en el sub judice no se agotó la etapa de enajenación voluntaria y en segundo término, porque en el certificado de tradición y libertad de matrícula inmobiliaria N° 370-481927
 aparece en la Anotación N° 2  de fecha 07-09-98, la inscripción de la Resolución UCYNP 060 del 02-09-98 por medio de la cual se declara como condición de urgencia para aplicar el procedimiento de expropiación administrativa el predio identificado catastralmente con el N° W-23800100…”, acto administrativo que en el Numeral 6° establece: El precio que ofrece el MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI-SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA VIAL Y VALORIZACIÓN- por la compra total del área de 2.196.21 m2 terreno, de acuerdo con el Avalúo Administrativo Especial elaborado por la LONJA DE PROPIEDAD RAIZ DE CALI en Marzo de 1998, es el siguiente: TERRENO: 2.196.21 M2 a $32.500.oo c/u= $71.376.825.oo. VALOR TOTAL: $71.376.825.oo”.

De igual manera en este folio de matrícula inmobiliaria, figura en la Anotación N° 3 de fecha 03-12-98 la inscripción de la Resolución UCYNP- 119 del 23-10-98 por la cual se declara la expropiación administrativa total del predio, siendo las personas que intervienen en el acto “DE: BRAVO TOVAR HERIBERTO ELIAS A: SECRETARIA DE INFRAESTRUCTURA VIAL Y VALORIZACIÓN DEL MUNICIPIO DE SANTIAGO DE CALI”. 
Por tanto, no puede aplicarse en el sub judice el artículo 132 que establece una especie de régimen de transición entre las leyes 9 de 1989 y 388 de 1997, como quiera que en el folio de matrícula inmobiliaria no aparece registrada ninguna resolución o acto administrativo que hubiera tenido como fundamento el avalúo administrativo especial elaborado por Catastro de Cali de julio de 1997, por cuanto se reitera éste ya había perdido vigencia, sino que las anotaciones tienen en cuenta es el avalúo administrativo especial elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali de marzo de 1998.

En la medida en que los actos administrativos objeto de nulidad, proferidos por la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización mediante resoluciones UCYNP N° 119 de octubre 23 de 1998 y su confirmatoria Resolución N° 150 de noviembre 17 de 1998, tuvieron como precio de oferta el avalúo administrativo especial elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali de fecha marzo 7 de 1998, no es posible admitir la validez jurídica del avalúo de Catastro que como se ha dejado claro, no produjo efectos legales ya que no sirvió de fundamento de oferta como sí lo fue el elaborado por la Lonja.
Incluso obra a folio 181 del cuaderno principal, oficio ACC-757-98 de septiembre 2 de 1998 dirigido al señor Heriberto Elías Bravo Tobar suscrito por la Coordinadora Obra Avenida Ciudad de Cali de la Unidad Comercial y de Negociación de Predios de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, en el que le informaban al demandante lo siguiente:
“Atentamente solicitamos a usted presentarse ante la Unidad Comercial y de Negociación de Predios de la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización, ubicada en el Calle 18 Norte N° 3N-31, con el fin de notificarse personalmente o en su defecto a su representante o apoderado, debidamente acreditado, del contenido de la Resolución N° UCYNP-060 de septiembre 2 de 1998 ‘POR MEDIO DE LA CUAL SE DECLARA COMO CONDICION DE URGENCIA PARA APLICAR EL PROCEDIMIENTO DE EXPROPIACION ADMINISTRATIVA EL PREDIO IDENTIFICADO CATASTRALMENTE CON EL N° w-238-001-00, UBICADO EN LA CALLE 73 ENTRE CARRERAS 2A y 2C QUE SE REQUERE PARA LA EJECUCION DE LA OBRA AVENIDA CIUDAD DE CALI’, dentro de los cinco (5) días contados a partir del envío de esta comunicación…”

En virtud de lo anterior, la Sala observa que es a partir de la expedición de la Resolución N° UCYNP 060 de septiembre 02 de 1998 que podría hablarse de la aplicación del proceso de enajenación directa a que alude el artículo 18 de la Ley 9 de 1989, el cual tuvo como fundamento el avalúo de la Lonja de Propiedad Raíz de Cali y que, al no llegarse a un acuerdo con el dueño del predio, culminó con la expropiación total de su predio por vía administrativa a la luz de la Ley 388 de 1997, que expresamente en el artículo 61 introdujo modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989 y el artículo 68 que establece directamente el procedimiento de expropiación al señalar lo siguiente:
“Artículo 68º.- Decisión de la expropiación. Cuando habiéndose determinado que el procedimiento tiene el carácter de expropiación por vía administrativa, y transcurran treinta (30) días hábiles contados a partir de la ejecutoria del acto administrativo de que trata el artículo 66 de la presente Ley, sin que se haya llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria contenido en un contrato de promesa de compraventa, la autoridad competente dispondrá mediante acto motivado la expropiación administrativa del bien inmueble correspondiente, el cual contendrá lo siguiente:

1. La identificación precisa del bien inmueble objeto de expropiación.

2. El valor del precio indemnizatorio y la forma de pago.

3. La destinación que se dará al inmueble expropiado, de acuerdo con los motivos de utilidad pública o de interés social que se hayan invocado y las condiciones de urgencia que se hayan declarado.

4. La orden de inscripción del acto administrativo, una vez ejecutoriado en la correspondiente Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, para los efectos de que se inscriba la transferencia del derecho de dominio de su titular a la entidad que haya dispuesto la expropiación.

5. La orden de notificación a los titulares de derecho del dominio u otros derechos reales sobre el bien expropiado, con indicación de los recursos que legalmente procedan en vía gubernativa”.

Es pues con fundamento en esta preceptiva legal, que la Secretaría de Infraestructura Vial y Valorización de Cali, profirió las resoluciones objeto de nulidad, actos administrativos que tuvieron como marco normativo el artículo 68 de la Ley 388 de 1997 arriba transcrito, pues al no haber sido inscrita en el folio de matrícula inmobiliaria del predio a expropiar, la oferta de compra del predio del actor con base en el avalúo de catastro sino en el de la Lonja, no puede darse aplicación al artículo 132 idem que como ya se mencionó, establece un régimen de transición entre las leyes 9 de 1989 y 388 de 1997. De allí que no se equivocó la entidad pública demandada en adecuar su actuación a esta última legislación.
5.4. En cuanto a la validez del Avalúo Administrativo Especial que sirvió de fundamento a los actos administrativos objeto de nulidad
Respecto a la inconformidad planteada por el censor, sobre el avalúo elaborado por la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, observa la Sala que el recurrente efectúa una equivocada interpretación de la normativa respectiva, al considerar que era obligatorio acudir en primera instancia al Instituto Geográfico Agustín Codazzi y si esta entidad no lo podía elaborar, entonces sí se podía recurrir a otras dependencias. 

Pues bien, teniendo de presente que para el mes de marzo de 1998 fecha en que la Lonja elaboró el avalúo administrativo especial cuestionado, estaba en vigencia la Ley 388 de 1997, Por la cual se modifica la Ley 9ª de 1989, y la Ley 3ª de 1991 y se dictan otras disposiciones, es necesario tener en cuenta el contenido del artículo 61 que estableció lo siguiente:
“Artículo 61º.- Modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria. Se introducen las siguientes modificaciones al procedimiento de enajenación voluntaria regulado por la Ley 9 de 1989:

El precio de adquisición será igual al valor comercial determinado por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que cumpla sus funciones, o por peritos privados inscritos en las lonjas o asociaciones correspondientes, según lo determinado por el Decreto-Ley 2150 de 1995, de conformidad con las normas y procedimientos establecidos en el decreto reglamentario especial que sobre avalúos expida el gobierno. 
El valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra en relación con el inmueble a adquirir, y en particular con su destinación económica. 
La forma de pago del precio de adquisición podrá ser en dinero o en especie, en títulos valores, derechos de construcción y desarrollo, derechos de participación en el proyecto a desarrollar o permuta.

Cuando de conformidad con lo dispuesto en la presente Ley se acepte la concurrencia de terceros en la ejecución de proyectos, los recursos para el pago del precio podrán provenir de su participación.

La comunicación del acto por medio del cual se hace la oferta de compra se hará con sujeción a las reglas del Código Contencioso Administrativo y no dará lugar a recursos en vía gubernativa.

Será obligatorio iniciar el proceso de expropiación si transcurridos treinta (30) días hábiles después de la comunicación de la oferta de compra, no se ha llegado a un acuerdo formal para la enajenación voluntaria, contenido en un contrato de promesa de compraventa.

No obstante lo anterior, durante el proceso de expropiación y siempre y cuando no se haya dictado sentencia definitiva, será posible que el propietario y la administración lleguen a un acuerdo para la enajenación voluntaria, caso en el cual se pondrá fin al proceso.

Los inmuebles adquiridos podrán ser desarrollados directamente por la entidad adquirente o por un tercero, siempre y cuando la primera haya establecido un contrato o convenio respectivo que garantice la utilización de los inmuebles para el propósito que fueron adquiridos.

Parágrafo  1º.- Al valor comercial al que se refiere el presente artículo, se le descontará el monto correspondiente a la plusvalía o mayor valor generado por el anuncio del proyecto u obra que constituye el motivo de utilidad pública para la adquisición, salvo el caso en que el propietario hubiere pagado la participación en plusvalía o la contribución de valorización; según sea del caso.

Parágrafo 2º.- Para todos los efectos de que trata la presente Ley el Gobierno Nacional expedirá un reglamento donde se precisarán los parámetros y criterios que deberán observarse para la determinación de los valores comerciales basándose en factores tales como la destinación económica de los inmuebles en la zona geoeconómica homogénea, localización, características y usos del inmueble, factibilidad de prestación de servicios públicos, vialidad y transporte”.

Incluso esta disposición normativa luego fue reproducida por el artículo 3° del Decreto Nacional 1420 de julio 24 de 1998 que estableció lo siguiente:

“Artículo 3º.- La determinación del valor comercial de los inmuebles la harán, a través de un avalúo, el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, la entidad que haga sus veces o las personas naturales o jurídicas de carácter privado registradas y autorizadas por las lonjas de propiedad raíz del lugar donde se ubiquen los bienes objeto de la valoración”.

De acuerdo con la normativa relacionada, no cabe duda para la Sala que, a partir de la reforma introducida mediante la legislación de 1997 y su decreto reglamentario, cualquiera de las entidades enlistadas sin ninguna clase de prelación entre ellas, tiene competencia para determinar el valor comercial de los inmuebles objeto del procedimiento de enajenación voluntaria. Por tanto pierde solidez el reproche del recurrente en el sentido de que la entidad solicitante -Subdirección de Infraestructura y Valorización de Cali-, tenía que acudir primero al IGAC y ante su omisión sí podía recurrir a una persona del sector privado como en efecto lo hizo a la Lonja de Propiedad Raíz.
De otra parte, un aspecto que no es tenido en cuenta por el apelante es el contemplado en el inciso tercero del artículo 61 de la Ley 388 de 1997, según el cual el valor comercial se determinará teniendo en cuenta la reglamentación urbanística municipal o distrital vigente al momento de la oferta de compra del inmueble que se va a adquirir.
El avalúo inicial, es decir, el N° 1023 del 15 de julio de 1997, no sirvió de base para la oferta efectuada al actor, al considerar que el predio objeto de avalúo correspondía a un terreno en bruto sobre el cual no existía proyecto urbanístico alguno, como quiera que ya estaba destinado a la construcción de la Obra Vial Avenida Ciudad de Cali. Esta es otra razón para afirmar que por ello, no fue notificado ni dado a conocer oficialmente al demandante el avalúo elaborado por Catastro municipal.  

Teniendo de presente lo anterior, la entidad demandada recurrió a la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, cuyo avalúo administrativo especial
, fue el que sirvió de fundamento para la oferta que presentó al demandante mediante las resoluciones demandadas N° UCYNP - 119 del 23 de octubre de 1998 y su confirmatoria N° 150-98 de noviembre 17 de 1998 (visibles a folios 4 a 8 y 14 a 16 respectivamente).

A su vez el avalúo que la Lonja de Propiedad Raíz realizó sobre 4 predios de propiedad del actor
, entre los cuales se encuentra el terreno con identificación W-23800100 al que se refieren los actos administrativos demandados y cuyo avalúo se discute en la presente apelación; determina en el punto 3 relativo a “Aspectos Urbanísticos” en el cual se estudiaron las características del sector y la reglamentación urbana, lo siguiente: “Según el Estatuto de  Usos del Suelo y Normas Urbanísticas para el Municipio de Santiago de Cali (Acuerdo 30 de diciembre 21 de 1993 y Acuerdo 10 de diciembre 15 de 1994), los cuatro predios en estudio se encuentran ubicados dentro de una de las áreas de reserva del sistema vial del municipio, más concretamente correspondiente a franja de separación de las dos calzadas de la Calle 73 (futura Avenida Ciudad de Cali)”. 

Sobre los aspectos del lote de terreno el Avalúo en el punto 4° señaló: “Como lo mencionamos anteriormente se trata de cuatro lotes de terreno en bruto … presentan relieve plano en toda su extensión y se encuentran actualmente profusamente arborizadas e inclusive adecuadas como zonas verdes y parques. Sin embargo y no obstante la anterior descripción, según lo veremos más adelante, el análisis del valor de estos predios no tomará en cuenta sus características físicas particulares, ya que se asimilará su valor al de los terrenos aledaños al mismo”. 

Por su parte en el numeral 5° sobre Aspectos Valuatorios - Método de Valoración, para el avalúo, la Lonja de Propiedad Raíz, mencionó: “5.1.2. La afectación del predio como bien de utilidad pública, no fue considerada como factor de demérito con respecto a su valor comercial (…)4. Una vez determinado este procedimiento, debemos anotar que -para el caso que nos ocupa- se reconoció que el propietario de este predio no ha desarrollado urbanísticamente el sector, razón por la cual se determinó asimilarlo a terrenos en bruto del sector, ya que no podría beneficiarse de la plusvalía generada por terceros. 5.Después de determinada esta situación, se estableció el valor comercial correspondiente a un lote tipo (urbanizado) del sector inmediato con base en el Método Comparativo, el cual consiste en analizar las últimas transacciones en el mercado inmobiliario realizadas en el sector y/u otros de características similares, para posteriormente hacer las respectivas correcciones y detraer de ese valor comercial los porcentajes que en nuestro criterio determinan la situación actual de un lote en bruto”. (subrayas del Despacho)
De otra parte y contrario a lo que afirma el recurrente, la Lonja de Propiedad Raíz en su avalúo, sí consideró que el terreno era de propiedad privada, como puede apreciarse en el punto 2.1 de Aspectos propietario HERIBERTO ELÍAS BRAVO TOVAR; además para el avalúo, sí se tuvo en cuenta que la afectación del predio como bien de utilidad pública, no se consideraba como factor de demérito, con respecto a su valor comercial. 

Finalmente en cuanto al aporte probatorio del dictamen rendido por la perito avaluadora designada por el Tribunal de primera instancia de fecha febrero 15 de 2005
, observa la Sala que no respondió cuánto costaba el predio expropiado para el año 1998 fecha en que se profirieron los actos administrativos demandados, sino que al haber sido elaborado después de siete años, obviamente que el valor del m2 del predio del demandante se incrementó pues tuvo en cuenta la valorización por la construcción ya terminada de la obra vial Avenida Ciudad de Cali. En todo caso este último avalúo, no desvirtúa el realizado por la Lonja de Propiedad Raíz en 1998, que sirvió de soporte para la expedición de los actos administrativos demandados. 
Al no lograr el apelante desvirtuar la presunción de legalidad de que gozan los actos acusados, se impone a la Sala confirmar la sentencia recurrida. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley.

F  A  L  L  A
CONFÍRMASE la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca de fecha 5 de diciembre de 2008.

En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha. 
MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ

MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO
Presidente

         GUILLERMO VARGAS AYALA

   MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

� Visible a folios 139 a 151 del cuaderno principal 


� Visible a folios 214 a 217 del cuaderno principal


� Figuran a folios 233 a241 del paginario


� Aparece a folios 433 a 440 


� Figura a folios 568 a 584 del paginario


� Obra a folios 606 a 621 del cuaderno principal


� Obra a folios 41 a 53 del cuaderno principal


� Mediante oficio D-011 de enero 19 de 1998 suscrito por Juan Gerardo Sanclemente Quiceno Secretario de Infraestructura Vial y Valorización dirigido a la Gerente de la Lonja de Propiedad Raíz de Cali, en el cual le solicitaba la elaboración de avalúos administrativos especiales a varios predios, Figura a folio 182 del C.1.


� Figura a folio 95 del cuaderno principal


� Visible a folios 154 a 167 del cuaderno principal


� El actor presentó 4 demandas ante el Tribunal Administrativo del Valle del Cauca, contra las  resoluciones que ordenaron la expropiación por vía administrativa de 4 lotes de su propiedad identificados separadamente, que se requirieron para la construcción de la Avenida Ciudad de Cali.  Mediante sentencia del 22 de mayo de 2008, rad. 1999 00909 01, C.P. Dr Rafael Ostau de Lafont Pianeta  se confirmó la sentencia del 28 de marzo de 2005 mediante la cual negó las pretensiones de la demanda que presentó HERIBERTO ELIAS BRAVO TOVAR para que se declarara la nulidad de las Resoluciones  Núms. UC Y NP 117 de 23 de octubre de 1998, 148 -98 de 17 de noviembre de 1998, ambas del Secretario de Infraestructura Vial y Valorización del municipio de Cali, que corresponden al lote distinguido con el N° W 23600100, de 715.17 M2, ubicado en la calle 73 entre carreras 1H u 1J, que fue avaluado por $32.500 MT2. 
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